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Disposiciones Generales 
de la Junta de Andalucía1

Decreto 122/2014, de 26 de agosto, por el que se modifican los es-
tatutos de la Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía, apro-
bados por Decreto 26/2007, de 6 de febrero (BOJA núm. 171, de 3 de
septiembre).

La Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía (IDEA), adscrita a la
Consejería de Economía, Innovación, Ciencia y Empleo, es la Agencia andaluza
especializada en la creación y modernización del tejido empresarial y en el fo-
mento de la innovación. Entre sus principales áreas de actuación destacan la fi-
nanciación y desarrollo de empresas a través de ayudas y programas de respaldo,
la dotación de infraestructuras y espacios productivos y de innovación vinculados
a los distintos sectores económicos, la captación de inversiones extranjeras y el di-
seño y prestación de servicios avanzados a emprendedores.

La finalidad de esta norma es adaptar los Estatutos de IDEA a la reforma del
sector público empresarial andaluz y a las nuevas necesidades de los que opera la
Agencia.

De acuerdo con la Ley de Reordenación del Sector Público andaluz de 2011,
IDEA pasa a ser una agencia pública empresarial dotada de personalidad jurídi-
ca pública diferenciada, con patrimonio y tesorería propios y autonomía de ges-
tión y administración. Respecto a las competencias, los nuevos Estatutos especi-
fican que corresponde a la entidad la gestión de los denominados fondos reem-
bolsables. Estos instrumentos de ayuda, con una dotación global de más de 1.000
millones de euros, cubren todas las fases del desarrollo empresarial (creación, cre-
cimiento, consolidación e internacionalización) y constituyen, sin duda, el patri-
monio más importante de los que administra la Agencia.

Finalmente es de reseñar que se aprovecha esta reforma estatutaria para per-
mitir que la empresa pública VEIASA, que se dedica a la verificación y control
de la seguridad industrial de aparatos e instalaciones, amplíe su campo de actua-

1 En esta sección, elaborada por Juan Antonio CARRILLO DONAIRE, se recogen y comentan las
disposiciones generales más relevantes de la Junta de Andalucía publicadas en el BOJA en el tercer
cuatrimestre de 2014 (septiembre-diciembre).
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ción como organismo de control en el marco de actuación regulado por el De-
creto 59/2005, de 1 de marzo, por el que se regula el procedimiento para la ins-
talación, ampliación, traslado y puesta en funcionamiento de los establecimien-
tos industriales, así como el control, responsabilidad y régimen sancionador de
los mismos.

Decreto 124/2014, de 2 de septiembre, por el que se aprueba el III
Plan Integral para la Inmigración en Andalucía Horizonte 2016 (BO-
JA núm. 172, de 4 de septiembre).

Andalucía contaba a finales de 2014 con un censo de 657.815 extranjeros, in-
cluidos los de origen comunitario. Los países de mayor procedencia son Marrue-
cos (125.258), Rumanía (98.195), Reino Unido (90.827) y Alemania (19.342), se-
guidos de Italia, China, Colombia, Bolivia y Argentina. La mayor parte de la po-
blación extranjera residente en Andalucía en situación administrativa regular
pertenece al grupo de edad de 18 a 64 años (80,6%), lo que apunta el carácter
predominantemente laboral de la inmigración en la comunidad autónoma. Los
menores de 18 años suponen un 12% y los mayores de 64, un 7%.

Este III Plan Integral para la Inmigración en Andalucía tiene carácter bienal
(2014-2016) y su principal objeto es facilitar el acceso de los inmigrantes a los ser-
vicios básicos de sanidad, educación, empleo, vivienda, asistencia social y aten-
ción jurídica.

En concreto, este nuevo Plan, coordinado en su ejecución por la Consejería
de Justicia e Interior pero en el que participan todos los departamentos del Go-
bierno andaluz, establece 172 medidas agrupadas en once áreas: socioeducativa;
sociolaboral; sociosanitaria; inclusión y bienestar social; equipamiento, vivienda
y alojamiento; cultura, ocio y participación; atención jurídica; formación; inves-
tigación; sensibilización social, y cooperación internacional.

El desarrollo del plan se adaptará a las dotaciones en cada área en los presu-
puestos autonómicos, cuyas previsiones iniciales para estas políticas se sitúan en
unos 1.257 millones de euros. Más de la mitad de los recursos consignados se des-
tinarán a proyectos educativos, dirigidos especialmente a la enseñanza del espa-
ñol en aulas de adaptación lingüística y al mantenimiento de las culturas de ori-
gen a través de actividades extraescolares. Actualmente, más de 90.000 alumnos
extranjeros están matriculados en los centros educativos no universitarios de An-
dalucía (el 86% en colegios e institutos públicos).

Dentro del área sociosanitaria, las medidas previstas ponen el énfasis en ga-
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rantizar la atención a toda la población inmigrante frente a las limitaciones que
han supuesto las nuevas regulaciones estatales. En el ámbito sociolaboral se pre-
vén servicios de asesoramiento y asistencia en materia de empleo, mientras que
las iniciativas en el área de vivienda se dirigen sobre todo a grupos de especial di-
ficultad para el acceso y a trabajadores temporales desplazados de sus residencias
habituales. Asimismo, el plan refuerza la atención a los menores extranjeros no
acompañados y el acogimiento de víctimas de explotación sexual. Para reducir el
efecto de las barreras lingüísticas en el acceso a los servicios públicos se prevé la
creación de servicio de interpretación simultánea mediante teléfono móvil.

Del resto de iniciativas previstas, destaca el reforzamiento de la atención jurí-
dica gratuita a través de la creación de servicios específicos para personas ex-
tranjeras en los Colegios de Abogados, ofreciéndose cursos de formación espe-
cializada a los profesionales de los Servicios de Atención Jurídica al Detenido y
del turno de oficio. El área formativa también se orienta al personal de la gestión
local y al empresariado, dada la importancia de estos dos colectivos en las rela-
ciones con la población inmigrante.

Decreto 123/2014, de 2 de septiembre, por el que se aprueba el
Reglamento de la Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades
Cooperativas Andaluzas (BOJA núm. 186, de 23 de septiembre).

El nuevo Reglamento de sociedades cooperativas se dicta en desarrollo de la
Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades Cooperativas con el objeto de
regular la constitución y el régimen de estas entidades, que actualmente superan
la cifra de 8.000 y que conforman uno de los sectores estratégicos del tejido pro-
ductivo de la Comunidad Autónoma andaluza.

Entre las disposiciones que se incluyen en esta norma destacan las dirigidas a
la agilización de trámites para crear sociedades, incorporar socios, crear puestos
de trabajo, mejorar la flexibilidad interna y favorecer una mayor libertad en la dis-
tribución de los beneficios. Asimismo, el Reglamento permite la creación de gru-
pos empresariales cooperativos, aumenta las posibilidades de contratar por cuen-
ta ajena, refuerza los controles sobre las secciones de crédito de las entidades y
concreta los requisitos de auditoría externa e información a la Administración.

En relación con la simplificación de procedimientos, la norma regula la posi-
bilidad de constituir una cooperativa sin necesidad de escritura notarial y rebaja
de dos meses a uno el tiempo de respuesta de la Administración. Dependiendo
del tamaño y la estructura de la nueva sociedad, este plazo puede reducirse has-
ta los cinco días.
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El Reglamento desarrolla la figura del Grupo Empresarial Cooperativo, que
permite formas de integración tanto entre cooperativas como con otro tipo de
entidades mercantiles. Estos grupos, de los que en Andalucía ya funcionan tres
desde la aprobación de la Ley 14/2011, pueden estar liderados por una sociedad
cabeza o bien articulados por sociedades en plano de igualdad. En el segundo ca-
so, las integrantes deben ser mayoritariamente de naturaleza cooperativa.

Se introduce también una nueva regulación de las cooperativas de integración
(constituidas por uniones con empresas mercantiles: SA, SL, SAL, SLL), de tal
forma que puedan obtener los mismos beneficios fiscales que las de segundo gra-
do (integradas por varias cooperativas). Además, las operaciones entre coopera-
tivas pasan a considerarse como operaciones con socios, no con terceros, evitán-
dose gravámenes fiscales.

La norma atiende también, entre otras demandas del sector, las orientadas a
incrementar la posibilidad de contratación por cuenta ajena en cooperativas de
trabajo siempre que los empleados rechacen ser socios, retribuir a las personas ti-
tulares de la presidencia y la secretaría, introducir nuevas clases de cooperativas
(mixtas, de servicios públicos y de impulso empresarial), y modular los servicios
en este tipo de sociedades según las distintas aportaciones suscritas por sus miem-
bros.

Para facilitar la incorporación de nuevos cooperativistas, la norma regula la
figura del socio a prueba, fijando un periodo en el que la entidad conocerá al as-
pirante y éste podrá familiarizarse con el funcionamiento interno de la sociedad
antes de vincularse con ella. Las aportaciones que deba realizar el nuevo miem-
bro se podrán fraccionar o aplazar de común acuerdo.

En cuanto a la figura del asociado (que a diferencia del socio sólo aporta ca-
pital), la normativa cambia su denominación por la de persona inversora y esta-
blece nuevas condiciones. Así, puede tener hasta 49% del capital social y un 25%
de los votos en la asamblea, frente a los anteriores porcentajes de 30% y 20%,
respectivamente.

De acuerdo con el Reglamento, las secciones de crédito limitarán sus opera-
ciones sólo a los socios y deberán contar obligatoriamente con directores o ge-
rentes profesionales. La norma también flexibiliza las condiciones de las opera-
ciones pasivas (los depósitos que realizan los socios), mientras que impone un ma-
yor rigor a las activas (fundamentalmente, los préstamos que se conceden). Las
entidades que cuenten con secciones de crédito deberán informar de su actividad
a la Administración al menos dos veces al año, y no una como se establece con
carácter general.
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En el caso de las cooperativas de vivienda, la principal novedad es la limita-
ción a dos del número de viviendas a las que puede tener derecho un socio.

Por otra parte, se incorpora la regulación del voto plural para las cooperati-
vas de servicios, incluidas las agrarias. De acuerdo con esta fórmula, de carácter
voluntario y limitado, cada cooperativista podrá tener hasta un máximo de siete
votos en función de su contribución productiva, no del capital aportado. La re-
presentación ponderada se establece por tramos definidos previamente. Con la
introducción del voto plural se ajusta la relación entre el interés económico y la
capacidad de decisión empresarial de las entidades. Su adopción se realiza por
acuerdo de la asamblea general y tras su plasmación en los estatutos.

Junto a lo anterior, el Reglamento refuerza el perfil inversor de las cooperati-
vas. En esta línea, suprime la exigencia de seguir destinando durante toda la vi-
da de la entidad un 15% de los resultados al Fondo de Reserva Obligatorio cuan-
do alcance la mitad del capital social. También se reduce al 25% la proporción
de resultados extracooperativos para este fondo, frente a los anteriores 80% (ope-
raciones con terceros) y 100% (operaciones extraordinarias) durante toda la vida
de la entidad. No obstante, la Asamblea General podrá decidir destinar este 25%
directamente a inversiones productivas, de cooperación, de integración o de in-
ternacionalización.

La norma también incluye, con carácter voluntario, la posibilidad de que las
aportaciones al capital entre socios se transmitan libremente a terceros, siempre
previo acuerdo del consejo rector. De esta forma, en caso de baja de cooperati-
vistas, la empresa no se descapitaliza y se da la oportunidad a los socios salientes
y a la entidad de obtener beneficios.

Finalmente, se incluyen otras disposiciones que integran objetivos ya asumi-
dos en la práctica por el sector cooperativo andaluz, especialmente en lo relativo
a sostenibilidad empresarial y medioambiental; igualdad entre hombres y muje-
res; fomento del empleo estable y de calidad, y conciliación de la vida laboral y
familiar.

Ley 3/2014, de 1 de octubre, de medidas normativas para reducir
las trabas administrativas para las empresas (BOJA núm. 198, de 9
de octubre).

La presente Ley tiene por objeto establecer un conjunto de medidas destina-
das a: a) Mejorar la regulación de las actividades económicas. b) Simplificar los
procedimientos de autorización que les afectan, indicando aquellas actividades
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para las que resulta necesaria la exigencia de una autorización justificada por al
menos una razón imperiosa de interés general de las establecidas en la Ley
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios
y su ejercicio, y en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad
de mercado. c) Reforzar las competencias y funcionamiento de la Agencia de De-
fensa de la Competencia de Andalucía como organismo supervisor en materia de
competencia en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Se recordará, en este sentido, que la Ley estatal 17/2009, de 23 de noviem-
bre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, estableció el
principio básico de necesidad y proporcionalidad de los requerimientos adminis-
trativos que tuvieran un efecto restrictivo o limitativo del derecho de acceso y de-
sarrollo de actividades económicas en el marco de la Directiva 2006/123/CE, de
12 de diciembre de 2006, , del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los
servicios en el mercado interior. Por su parte, la también Ley estatal 2/2011, de
4 de marzo, de Economía Sostenible, elevó ese objetivo de mejora de la calidad
de regulación extendiendo su ámbito de aplicación al conjunto de las adminis-
traciones públicas, al prever en su artículo 4 que el conjunto de las administra-
ciones públicas, en el ejercicio de la iniciativa normativa, actuará de acuerdo con
los principios de necesidad, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia,
accesibilidad, simplicidad y eficacia, así como al exigir, en virtud de dicho prin-
cipio de simplicidad, «que toda iniciativa normativa atienda a la consecución de
un marco normativo sencillo, claro y poco disperso, que facilite el conocimiento
y la comprensión del mismo».

Por lo que se refiere a la Comunidad Autónoma de Andalucía, ésta adoptó el
Decreto Ley 3/2009, de 22 de diciembre, por el que se modifican diversas leyes
para la transposición en Andalucía de la Directiva 2006/123/CE, realizando
una evaluación de la normativa con la finalidad de adaptarla a lo dispuesto en la
Ley 17/2009, de 23 de noviembre, y a los principios de la Directiva.

Los principios de la Ley 2/2011 de Economía Sostenible se vieron reforzados
mediante la modificación que dicha ley introdujo del artículo 39 bis de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Pú-
blicas y del Procedimiento Administrativo Común, al establecer que «las Admi-
nistraciones Públicas que en el ejercicio de sus respectivas competencias exijan el
cumplimiento de requisitos para el desarrollo de una actividad, deberán elegir la
medida menos restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés pú-
blico así como justificar su adecuación para lograr los fines que se persiguen, sin
que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias».

Por su parte, la más reciente Ley estatal 20/2013, de 9 de diciembre, de ga-
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rantía de la unidad de mercado, ha intentado corregir las deficiencias que limi-
tan la plena eficacia del mandato impuesto por el artículo 139.2 de la Constitu-
ción («Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente
obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre
circulación de bienes en todo el territorio español»). La necesidad de adaptar la
normativa autonómica a las exigencias de la citada Ley 20/2013 coindice, por lo
demás, con el compromiso político asumido por el Gobierno andaluz en relación
con la mejora de la regulación que plasmó el llamado “Acuerdo para el Progre-
so Económico y Social de Andalucía”, firmado el 20 de marzo de 2013, que es-
tablecía la necesidad de impulsar la mejora de la regulación, la eficiencia y la sim-
plificación de trámites, de forma que se consigan los objetivos ya definidos en la
Ley 2/2011 de Economía Sostenible.

Con los objetivos indicados al principio y en el marco legal que acaba de re-
cordarse, especialmente en lo referido al cumplimiento de las previsiones de la
Ley estatal 20/2013 de garantía de la unidad de mercado, la Ley andaluza
3/2014 prevé en su artículo 3 el principio de reserva de ley para el estableci-
miento de regímenes de autorización para el acceso a las actividades económicas
y su ejercicio, y determina los procedimientos regulados en disposiciones con ran-
go de ley que se mantienen, relacionados en el Anexo I, donde también se inclu-
yen las razones que justifican su mantenimiento. Con esta misma finalidad, el
artículo 4 extiende también el mantenimiento de regímenes de autorización, en
aquellos casos regulados en normas con rango inferior a ley, a los que aparecen
relacionados en el Anexo II. Asimismo, también se determina el concepto de ac-
tividades económicas inocuas, para las cuales se establecerá la menor interven-
ción administrativa posible en la normativa municipal que les resulte de aplica-
ción, así como medidas de impulso en la trazabilidad electrónica de los procedi-
mientos de autorización de los procedimientos que afectan a las actividades eco-
nómicas.

Junto a estos principios generales, la Ley 3/2014 modifica un importante con-
junto de leyes de trascendencia económica. Así, en primer lugar, modifica la Ley
2/2007, de 27 de marzo, de fomento de las energías renovables y del ahorro y
eficiencia energética de Andalucía para especificar que este tipo de instalación
tendrá la consideración de actuaciones de interés público a los efectos del Capí-
tulo V del Título I de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urba-
nística de Andalucía. Igualmente se detalla la documentación exigible o precisa
para la tramitación de la licencia oportuna.

Asimismo modifica la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la
Calidad Ambiental, pero básicamente se remite al desarrollo reglamentario y la
normativa reguladora de la licencia municipal.
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También se altera la Ley 1/2009, de 27 de febrero, reguladora de la media-
ción familiar en la Comunidad Autónoma de Andalucía, para especificar los re-
quisitos exigibles a los mediadores, tanto por titulación, formación, registro y nor-
mas básicas en el desarrollo de su actividad.

Igualmente se afecta la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de espectáculos Pú-
blicos y Actividades Recreativas de Andalucía, en diversos puntos.

Se modifica la Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades Cooperativas
Andaluzas para agilizar el inicio de actividad de la Sociedad Cooperativa Anda-
luza desde la celebración de la Asamblea constituyente, sin necesidad de esperar
a la inscripción en el Registro de la Junta de Andalucía (aunque deberá indicar-
se en la denominación social “en constitución”) complementándose la medida
con la regulación de un silencio positivo para la solicitud de calificación e ins-
cripción en el plazo de un mes (salvo cuando se trate de depósito de cuentas).

La Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública de Andalucía, se mo-
difica en cuanto a su ámbito de aplicación en lo relativo al informe de evaluación
del impacto de salud.

Finalmente se modifica la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación
Urbanística de Andalucía, para eximir determinados supuestos de la exigencia de
obtención de licencia previa.

Para concluir la norma amplia las funciones de la Agencia de Defensa de la
Competencia de Andalucía y hace una serie de declaraciones de intenciones en
la Disposición Adicional Primera, al alegar objetivos pero no los medios o ins-
trumentos concretos para su obtención.

Decreto-Ley 12/2014, de 7 de octubre, por el que se modifica el
Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de marzo, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley del Comercio Interior de Andalucía (BOJA
núm. 202, de 16 de octubre).

Se trata de una modificación del texto refundido de la Ley de Comercio In-
terior de Andalucía limitada la regulación de Plan de Establecimientos Comer-
ciales (PEC) por la que se pretende concretar los criterios para la localización de
las grandes superficies minoristas en Andalucía.

El Decreto-ley –el enésimo de la legislatura- delimita las orientaciones para
la localización de grandes superficies minoristas siguiendo el modelo de ciudad
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compacta establecido en el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía
(POTA).

Entre otros contenidos, se prevé que el PEC incluya un diagnóstico del sector,
la identificación de las unidades territoriales comerciales de acuerdo con el PO-
TA, además de criterios orientativos para la implantación de este formato con in-
cidencia territorial. De este modo, el emplazamiento de estos establecimientos
deberá ubicarse en continuidad con la trama urbana, evitándose localizaciones
aisladas y desvinculadas de los núcleos de población; garantizar la capacidad de
las infraestructuras de comunicaciones y transportes, priorizando que sean pú-
blicos; y preservar el paisaje urbano, así como sus valores naturales, históricos y
artísticos. 

El PEC tendrá carácter indefinido, si bien estará sometido a actualizaciones
de periodicidad cuatrienal y a las que puedan derivarse de cambios sustanciales
de naturaleza comercial, territorial o urbanística. Estas revisiones del mapa co-
mercial contarán con los informes del Consejo Andaluz de Comercio y del Con-
sejo Andaluz de Concertación Local.

Finalmente, el nuevo texto establece un plazo máximo de diez años para las
prórrogas de las licencias comerciales otorgadas por la Consejería a aquellas ins-
talaciones que no hubiesen iniciado aún su actividad.

La importancia del sector comercial en Andalucía es notable, pues represen-
ta el 11% del Producto Interior Bruto regional y aglutina a casi 165.000 estable-
cimientos (PYMES en un 94%) que emplean a 480.000 personas. En el conjun-
to de la actividad, las grandes superficies minoristas alcanzan la cifra de 276 y su-
man una superficie de 2,8 millones de metros cuadrados. Por provincias, desta-
can Sevilla, con 71, Málaga (53) y Cádiz (48). Les siguen Granada (33), Córdoba
(24), Huelva (17), Almería (16), y Jaén (14).

Decreto-Ley 15/2014, de 25 de noviembre, por el que se modifica
el Decreto-ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en
materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía
(BOJA núm. 232, de 27 de noviembre).

La principal medida de este Decreto-ley es ampliar en seis meses el plazo de
dos años fijado inicialmente para la aprobación del Plan de Protección del Co-
rredor Litoral de Andalucía previsto en el artículo 44.1 de la Ley 1/1994, de 11
de enero, de Ordenación del Territorio de Andalucía. Dicho plazo fue el esta-
blecido en el Acuerdo de formulación del Plan adoptado por el Consejo de Go-
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bierno de la Junta de Andalucía el 29 de enero de 2013. Se recordará, además,
que la Ley de Ordenación del Territorio de Andalucía se modificó en este extre-
mo por el Decreto-ley 5/2012, 27 noviembre, de medidas urgentes en materia
urbanística y para la protección del litoral de Andalucía, que introdujo la figura
del mencionado Plan como medida de limitación de los desarrollos urbanísticos
y de reforzamiento de la sostenibilidad del dominio público marítimo terrestre en
el contexto de lo que el Gobierno andaluz califica de proceso de desregulariza-
ción de la legislación de costas que culminó en la profunda modificación de la ley
de 1988 operada por la Ley estatal 2/2013, de 29 de mayo, de protección y uso
sostenible del litoral y que la Junta de Andalucía tiene recurrida ante el Tribunal
Constitucional.

El Plan de Protección del Corredor Litoral tiene como objetivo preservar del
proceso urbanizador aquellos terrenos que destacan por sus valores ambientales,
naturales, paisajísticos, culturales, agrícolas y forestales. El Plan fijará los objeti-
vos y criterios a los que habrá de atenerse el planeamiento municipal para la con-
servación y la revalorización de la franja comprendida en los primeros 500 me-
tros de la costa, así como en todas aquellas zonas necesarias para asegurar las fi-
nalidades de preservación.

La decisión de ampliar el Plazo de aprobación del Plan permitirá tramitar
adecuadamente el elevado número de alegaciones (3.547) presentadas al docu-
mento durante el periodo de información pública, tanto por los municipios afec-
tados como por grupos profesionales, centros universitarios y organizaciones em-
presariales, sindicales y ecologistas.

Junto con la ampliación del plazo, el Decreto-ley también mantiene la suspen-
sión cautelar de la tramitación urbanística de los suelos urbanizables no desarro-
llados en los 52 municipios costeros que no tienen adaptada su normativa al Plan
de Ordenación del Territorio de Andalucía (POTA). La suspensión, que se man-
tiene desde el Decreto-ley andaluz de 2012, afecta exclusivamente a los suelos pro-
tegidos ya identificados expresamente en el documento sometido a información pú-
blica. Independientemente de ello, los municipios que actualmente se encuentran
en proceso de revisión y adaptación al POTA podrán continuarlo con normalidad.

Ley 4/2014, de 9 de diciembre, por la que se modifican la Ley
7/2003, de 20 de octubre, por la que se regula la investigación en An-
dalucía con preembriones humanos, no viables para la investigación
in vitro, y la Ley 1/2007, de 16 de marzo, por la que se regula la in-
vestigación en reprogramación celular con finalidad exclusivamente
terapéutica (BOJA núm. 243, de 15 de diciembre).
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La Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía reguló en su Título
VIII la docencia e investigación sanitarias, señalando en su artículo 78.4 que las
Administraciones Públicas de Andalucía deberían fomentar, dentro del Sistema
Sanitario Público de Andalucía, las actividades de investigación sanitaria como
elemento fundamental para su progreso.

Posteriormente, la Ley 7/2003, de 20 de octubre, permitió la investigación en
Andalucía con preembriones humanos no viables para la fecundación in vitro;
mientras que la Ley 1/2007, de 16 de marzo, reguló la investigación en repro-
gramación celular con finalidad exclusivamente terapéutica. Estas dos últimas
Leyes fueron desarrolladas respectivamente por el Decreto 364/2003, de 22 de
diciembre, por el que se estableció la organización, composición y el funciona-
miento del Comité de Investigación con Preembriones Humanos, así como el
procedimiento de autorización de los proyectos y centros de investigación con
preembriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro; y el Decreto
74/2008, de 4 de marzo, que instituyó el Comité de Investigación de Reprogra-
mación Celular y los proyectos y centros de investigación en el uso de reprogra-
mación celular con fines terapéuticos.

La citada Ley 7/2003 estableció la preceptiva autorización por el Comité de
Investigación con Preembriones Humanos de los proyectos de investigación so-
bre preembriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro. Y la Ley
1/2007 la autorización por el Comité de Investigación de Reprogramación Ce-
lular de los proyectos de investigación en los que se utilicen técnicas de reprogra-
mación celular. Ambas leyes exigían también, para la autorización de los corres-
pondientes proyectos, el informe de la Comisión Autonómica de Ética e Investi-
gación Sanitarias.

Posteriormente, el Decreto 439/2010, de 14 de diciembre, sobre órganos de
ética asistencial y de la investigación biomédica en Andalucía, creó el Comité de
Bioética de Andalucía, que sustituyó a la mencionada Comisión Autonómica de
Ética e Investigación Sanitarias. El citado Decreto estableció que el Comité de
Bioética de Andalucía tendría como función, entre otras, la de emitir informes
sobre proyectos de investigación con preembriones humanos y en materia de re-
programación celular.

La presente Ley tiene por finalidad modificar la Ley 7/2003 y la Ley 1/2007
para reordenar las competencias de los órganos citados, puesto que, como ex-
presamente confiesa su Exposición de Motivos, la experiencia acumulada duran-
te estos años ha puesto de manifiesto que tanto el Comité de Investigación con
Preembriones Humanos como el Comité de Investigación de Reprogramación
Celular tienen un funcionamiento acorde con lo previsto en el artículo 12 de la
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Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación biomédica, para los Comités de Éti-
ca de la Investigación. Por ello, se estima innecesario el informe del Comité de
Bioética de Andalucía, que se subsume que haya de emitir un Comité de Ética
de la Investigación específico para este tipo de proyectos. Asimismo, no es nece-
saria la existencia de dos Comités, uno para evaluar los proyectos en los que se
utilizan preembriones sobrantes de las técnicas de fecundación in vitro, y otro pa-
ra aquellos proyectos en los que se utilizan técnicas de reprogramación celular.
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 37.2 de la mencionada Ley
14/2007, de 3 de julio, es conveniente la constitución de un único Comité, el Co-
mité Andaluz de Ética de Investigación con muestras biológicas de naturaleza
embrionaria y otras células semejantes, que evaluará ambos tipos de proyectos y
que será considerado como comisión homóloga a la Comisión de Garantías pa-
ra la Donación y Utilización de Células y Tejidos Humanos. Todo ello con el ob-
jeto de evitar duplicidades en el procedimiento, clarificarlo y simplificarlo, consi-
guiendo mayor celeridad y evitando la proliferación de órganos con funciones
muy semejantes.

Decreto 169/2014, de 9 de diciembre, por el que se establece el
procedimiento de la Evaluación del Impacto en la Salud de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía (BOJA núm. 243, de 15 de diciembre).

Este Decreto es un desarrollo reglamentario de la Ley 16/2011 de Salud Pú-
blica de Andalucía que tiene por objetivo regular una media innovadora: condi-
cionar de forma preceptiva y vinculante la realización de los proyectos de im-
pacto ambiental al informe sobre su incidencia en la salud colectiva; media que
se prevé para una serie de actividades mencionadas en el anexo de la norma.

La exigencia del informe de impacto en la salud se enmarca en las políticas
de la Junta de Andalucía para mejorar la calidad y la esperanza de vida de las
personas para lo que, según dice el Preámbulo del Decreto, se tienen en cuenta
los estudios que atribuyen a los estilos de vida y a los factores ambientales más del
40% de la carga de enfermedad en países desarrollados y con cobertura asisten-
cial universal.

De este modo, las medias contempladas en el Decreto se dirigen a valorar los
efectos directos e indirectos que sobre la salud de la ciudadanía pueden tener, por
ejemplo, las medidas para disminuir la exposición a la contaminación del tráfico
o la dependencia del vehículo privado, la ubicación de un vertedero de residuos
peligrosos o el establecimiento de industrias cementeras, cerveceras o de vidrio
cercanas a poblaciones. Entre las actividades afectadas por la norma se incluyen
también los desarrollos urbanísticos que afecten a áreas socialmente desfavoreci-
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das y todos aquellos planes y programas del Gobierno andaluz que tengan inci-
dencia en la salud.

El procedimiento de informe previsto en el Decreto se basa en dos documen-
tos: la Valoración de Impacto en Salud, que debe presentar el promotor, y el In-
forme de Impacto en Salud, que sobre ella realizará la consejería de la Junta con
competencias en el ámbito sanitario. El Decreto obliga a la Administración a ela-
borar guías explicativas sobre la materia, que tendrán que estar disponibles en in-
ternet desde a los seis meses de la publicación de este Decreto en el BOJA.

Asimismo, se establece un mecanismo de consulta previa en la que el promo-
tor podrá resolver dudas y solicitar la información necesaria para la elaboración
del documento de valoración.

La norma también permite la participación ciudadana al someter a exposi-
ción pública y presentación de alegaciones tanto el documento de valoración que
presente el promotor de una actividad industrial como el informe de evaluación
de impacto que emita la Administración.

Decreto-Ley 16/2014, de 23 de diciembre, por el que se modifican
la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los
Consumidores y Usuarios de Andalucía y la Ley 1/2014, de 24 de ju-
nio, de Transparencia Pública de Andalucía, y se establecen medidas
en relación con el Servicio de Inspección Técnica de Equipos de Apli-
cación de Productos Fitosanitarios (BOJA núm. 253, de 29 de di-
ciembre).

El principal objetivo de este Decreto-ley es adelantar las medidas de adapta-
ción administrativa previstas en la Ley 1/2014 de Transparencia Pública de An-
dalucía a la propia entrada en vigor de la norma (prevista en la propia Ley para
junio de 2015). Se trata básicamente de acelerar las adaptaciones previstas en la
organización de la Junta y de constituir anticipadamente el Consejo de la Trans-
parencia y Protección de Datos de Andalucía.

De paso, el Decreto-ley aprovecha para modificar el régimen de compensa-
ciones del Sistema Arbitral de Consumo y el régimen de inspección de equipos
fitosanitarios. Respecto a la primera de estas medidas, se modifica la legislación
andaluza en la materia con el fin de articular un sistema de compensaciones eco-
nómicas por razón del servicio para aquellas personas ajenas a la función públi-
ca de la Junta que asisten a sus órganos de resolución extrajudicial de conflictos.
Por lo que se refiere a la materia de sanidad vegetal, el Decreto-ley atribuye a la
sociedad pública VEIASA la inspección técnica de equipos de aplicación de pro-
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ductos fitosanitarios, en línea con la ampliación del campo de actuación acorda-
do para esta entidad (cuyo origen es la Inspección Técnica de Vehículos) por el
Decreto 122/2014, de 26 de agosto, como organismo de control de referencia
dentro del sistema andaluz de seguridad industrial en el sentido que antes co-
mentábamos.

Decreto-ley 17/2014, de 23 de diciembre, por el que se modifica
la Ley 2/2003, de 12 de mayo, de ordenación de los transportes ur-
banos y metropolitanos de viajeros en Andalucía para la adopción de
medidas de control del transporte público discrecional de viajeros
en vehículos turismo (BOJA núm. 254, de 30 de diciembre).

Este Decreto-ley aborda una modificación puntual de la Ley 2/2003 de Or-
denación de los Transportes Urbanos y Metropolitanos de Viajeros, con el fin de
reforzar el control contra el creciente fenómeno del intrusismo en el sector del ta-
xi (los llamados “taxis-pirata”)

El cambio afecta básicamente a la medida cautelar de inmovilización del ve-
hículo infractor en el acto, regulada en esta norma, para permitir a las fuerzas de
seguridad prolongar la retención hasta el abono de la correspondiente sanción o
la prestación de una garantía de pago (caución) por una entidad autorizada. Has-
ta ahora, la inmovilización sólo podía mantenerse en el momento que se impo-
nía la sanción, lo que en la práctica hacía ineficaz la medida, ya que el vehículo
pirata podía seguir la marcha tras ser multado y cargar nuevos pasajeros. Con el
fin de proteger al usuario en estos supuestos, el Decreto-ley prevé que será res-
ponsabilidad del denunciado buscar los medios alternativos necesarios para que
los viajeros lleguen a su destino. De no hacerlo, dichos medios podrán ser esta-
blecidos por la Administración por la vía de la ejecución subsidiara, de modo que
los gastos serán en todo caso de cuenta del denunciado, cuyo vehículo podrá ser
retenido de nuevo en el caso de negarse a abonarlos.

Ley 5/2014, de 30 de diciembre, del Consejo Andaluz de Concer-
tación Local (BOJA núm. 255, de 31 de diciembre).

La Ley 20/2007, de 17 de diciembre, creó el Consejo Andaluz de Concerta-
ción Local en cumplimiento de la previsión contenida en el artículo 95 del Esta-
tuto de Autonomía para Andalucía, que establece que «una ley de la Comunidad
Autónoma regulará la creación, composición y funciones de un órgano mixto
con representación de la Junta de Andalucía y de los Ayuntamientos andaluces,
que funcionará como ámbito permanente de diálogo y colaboración institucio-
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nal, y será consultado en la tramitación parlamentaria de las disposiciones legis-
lativas y planes que afecten de forma específica a las Corporaciones locales». Jun-
to a ello, la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, creó,
en su artículo 57, el Consejo Andaluz de Gobiernos Locales como «órgano de re-
presentación de los municipios y las provincias ante las instituciones de la Junta
de Andalucía con la finalidad de garantizar el respeto a las competencias loca-
les». Este Consejo Andaluz de Gobiernos Locales es una reivindicación del mu-
nicipalismo cuya composición, en concordancia con la función representativa
que desempeña, es exclusivamente local. Es por dicho motivo que la referida Ley
5/2010 le atribuyó algunas de las funciones que venía desempeñando el Conse-
jo Andaluz de Concertación Local.

Bajo las anteriores premisas, la Ley 5/2010, de 11 de junio, define el Conse-
jo Andaluz de Concertación Local, en su artículo 85, como el órgano supremo
de colaboración entre la Comunidad Autónoma y los gobiernos locales, en con-
sonancia con el artículo 95 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, que lo
instrumenta como ámbito permanente de diálogo y colaboración institucional,
sustentando en dicha función colaborativa su razón de ser diferencial dentro del
esquema orgánico que inaugura; de forma que la composición exclusivamente
local del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales hace efectivo el derecho de re-
presentación y participación de las entidades locales en las decisiones autonómi-
cas, mientras que la composición mixta del Consejo de Concertación Local res-
ponde a su objetivo de instrumentar el diálogo permanente, la concertación y la
colaboración entre ambos niveles de gobierno autonómico y local.

La importancia del Consejo Andaluz de Concertación Local como órgano en
que se articulan las relaciones institucionales de las entidades locales con la Jun-
ta de Andalucía queda reforzada en este Ley, que adecúa las funciones del Con-
sejo Andaluz de Concertación Local a su naturaleza de órgano de colaboración
institucional teniendo en cuenta las que la Ley de Autonomía Local de Andalu-
cía atribuye al Consejo Andaluz de Gobiernos Locales. En este sentido, destaca
el régimen de adopción de sus acuerdos por consenso entre las representaciones
de la Junta de Andalucía y de los gobiernos locales, eliminando el carácter diri-
mente del voto de la Presidencia y el reforzamiento de la Comisión Permanente
del Consejo, incrementando el número de sus miembros y elevando el rango de
su Presidencia.

La Ley deroga la Ley 20/2007, de 17 de diciembre, del Consejo Andaluz de
Concertación Local. Asimismo, deroga el apartado 2 del artículo 2 del Regla-
mento de Funcionamiento del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales, aproba-
do mediante Decreto 263/2011, de 2 de agosto, de manera que incorpora a las
funciones del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales el informar las disposicio-
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nes que desarrollen planes o disposiciones de carácter general aprobadas por el
Consejo de Gobierno, para posibilitar el conocimiento del punto de vista local en
la elaboración de esas disposiciones y en sintonía con las funciones al respecto
atribuidas al Consejo Andaluz de Concertación Local.

Ley 6/2014, de 30 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad
Autónoma de Andalucía para el año 2015 (BOJA núm. 255, de 31 de
diciembre).

El Presupuesto andaluz de 2015 se elaboró en un contexto macroeconómico
más favorable del que se tenía conciencia cierta. El PIB nacional creció un 1,4%
en 2014. Se trata de una tasa 26 décimas mayor que la de 2013, que fue del -
1,2%. Las previsiones de crecimiento para España continúan para 2015, donde
se espera que el PIB crezca por encima del 2%. Los datos del crecimiento para
Andalucía también fueron favorables en una perspectiva macro, con un creci-
miento del PIB de un 1,4 % en 2014 en términos reales y agregados, pero con
un crecimiento alcista del 2,2% en el último trimestre del año y un 0,8 por cien-
to intertirmestral.

En este cambio de escenario, la contribución al crecimiento está siendo más
equilibrada entre demanda nacional y demanda externa que en el pasado más
inmediato, con mayor demanda exterior; debiendo subrayarse la mejora interna
del consumo privado y la de la inversión en bienes de equipo. Merece destacar-
se igualmente que, tras un duro ajuste, la construcción ha registrado en el segun-
do trimestre de 2014 su primera tasa de variación intertrimestral positiva en tres
años.

También existen mejores expectativas para el empleo, para el que se espera
una tasa interanual de variación del 1,7% en 2015 en el conjunto del país, acom-
pañada de una ligera reducción de la tasa de paro, que, pese a ello, se elevará has-
ta el 22,9% de la población activa. La mejora del empleo, positiva en todo caso,
no puede olvidar sin embargo la creciente precarización de las condiciones labo-
rales de quienes acceden al mercado de trabajo, así como la reducción de los sa-
larios que está afectando de forma más intensa a los puestos peor remunerados.
Esta situación constituye un riesgo para la recuperación de la demanda interna y
está dando lugar a dos fenómenos con efectos perversos sobre nuestro PIB po-
tencial y, consiguientemente, sobre el crecimiento económico futuro: por una
parte, la emigración de jóvenes altamente cualificados y, por otra, la destrucción
del capital social acumulado debido a la ampliación de la brecha de desigualdad
(especialmente la de género) y a los crecientes niveles de pobreza, incluso, entre
quienes mantienen el empleo.
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Desde el punto de vista presupuestario, las cuentas de Andalucía para 2015
afrontan esta situación dentro del proceso de consolidación fiscal impuesto por el
Gobierno central a través del objetivo de estabilidad presupuestaria, que exige a
las Comunidades Autónomas presentar sus presupuestos con superávit estructu-
ral. Por otra parte, los requerimientos de la consolidación fiscal se acentúan si se
tiene en cuenta la evolución prevista de los ingresos procedentes del sistema de fi-
nanciación y del Fondo de Compensación Interterritorial. Y lo cierto es que el
actual sistema está resultando gravemente perjudicial para Andalucía, tal y como
demuestran las sucesivas liquidaciones. Andalucía se encuentra entre las Comu-
nidades con un menor índice de recursos por habitante ajustado. A ello se une
que el Fondo de Compensación Interterritorial se ha visto recortado en un 55%
con respecto a la anterior legislatura. No obstante, pese a ese endurecimiento de
la restricción presupuestaria, en 2015 Andalucía pretende permanecer entre las
Comunidades Autónomas con un menor nivel de endeudamiento.

En este marco general, y según la Ley de Presupuestos para 2015, los recur-
sos disponibles del Presupuesto andaluz estarán destinados, de forma prioritaria,
a los servicios públicos básicos, manteniendo las prestaciones de sanidad, educa-
ción, atención a la dependencia e igualdad de género. El impulso al empleo es
una prioridad del Presupuesto de 2015, concretándose en la puesta en marcha de
tres planes. El primero de ellos es el II Plan para la Construcción Sostenible, que
da continuidad a la primera fase del mismo debido a la buena acogida del sector;
asimismo, se dotará un plan para el fomento de empleo indefinido apoyando a
las empresas para crear empleos estables y de calidad, y, finalmente, un plan de
retorno del talento, consistente en incentivos para la contratación de personal in-
vestigador andaluz que en la actualidad se encuentre trabajando en el extranje-
ro vinculado a tareas de I+D+i y el establecimiento de medidas sociales comple-
mentarias que faciliten su regreso a nuestra comunidad autónoma.

A estos programas se unen los fondos suministrados a las corporaciones loca-
les para favorecer la creación de empleo bajo su propia gestión: el Plan de Em-
pleo Juvenil, que prevé emplear a 19.000 jóvenes por sus Ayuntamientos; el de
Inclusión Social, por el cual los Ayuntamientos podrán dar empleo a 25.000 tra-
bajadores; el programa de fomento del empleo agrario, que gestionan las dipu-
taciones; el Plan de Empleo para mayores de 30 años; los programas de suminis-
tros mínimos, y el de Solidaridad y Garantía Alimentaria. Precisamente en el ám-
bito de las Corporaciones Locales debe destacarse que durante 2015 se mantie-
ne la dotación de la financiación incondicionada de la participación en los tribu-
tos de la Comunidad Autónoma, partida que ha ido ganando peso dentro del
Presupuesto autonómico.
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